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Revisión  
procedente del  
Departamento de 
Gerencia de Permisos 
de Puerto Rico 
 
Caso Núm.: 2015-
089736-SDR-001167 
 
Sobre: Segregación 
 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez Córdova, la Juez 
Brignoni Mártir, y el Juez Adames Soto. 
 
Gómez Córdova, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 En San Juan, Puerto Rico a 19 de julio de 2017. 

I. Dictamen del que se recurre 

Comparece ante nosotros la “Sucesión de Bartolo Ramos” mediante 

recurso de revisión judicial presentado por derecho propio por el Sr. Hilton 

Ramos Torres, (en adelante, Sr. Ramos Torres), en el que solicita la 

revocación de la determinación emitida por la División de Reconsideración 

de la Oficina de Gerencia de Permisos de Puerto Rico, (en adelante, 

División de Reconsideración) el 8 de mayo de 2017. En dicha 

determinación, la División de Reconsideración declaró No Ha Lugar la 

Reconsideración de Denegación presentada ante sí por el Ing. Higinio 

Méndez Babilonia por incumplimiento al requisito de probar legitimación 

activa. 

II. Base jurisdiccional 

Nuestra autoridad para entender en los méritos de esta controversia 

se deriva del Art. 4.006 (c) de la Ley de la Judicatura del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico de 2003, Ley Núm. 201-2003, 4 LPRA § 24y (c), 

de las Reglas 56 a 67 de Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 56-67 y de las § 4.1 y 4.2 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, 3 LPRA § 2171 y 2172. 
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III. Trasfondo procesal y fáctico 

El 1 de diciembre de 2015, el Sr. Ramos Torres, junto a Pedro, 

Gertrudis, Miguel, Hilario, Victoria, Antonia y Margarita, todos de apellidos 

Ramos Torres, presentaron ante la Oficina de Gerencia de Permisos de 

Puerto Rico, (en adelante, OGPe o agencia), una solicitud de variación en 

lotificación para segregar en siete (7) solares y su remanente una finca 

perteneciente a dos sucesiones.1 El predio de terreno en controversia está 

dividido en dos (2) porciones por un camino municipal, radicado en el barrio 

Callejones, Sector Las Campanas del Municipio de Lares, Puerto Rico y 

pertenece a la Sucesión Bartolo Ramos y la Sucesión Flora Aponte Ramos, 

compuestas por dieciocho (18) personas. El mismo se encuentra en un 

área calificada como Conservación de Recursos (CR). La petición 

presentada para segregarlo tenía el objetivo de adjudicar el mismo entre 

los miembros de la sucesión, para lograr su inscripción en el Registro de la 

Propiedad individualmente. 

Luego de evaluado el asunto, OGPe emitió una determinación no 

favorable el 31 de enero de 2017 que fue notificada el 2 de febrero del 

mismo año. En dicho dictamen, la agencia concluyó que la segregación y 

variación solicitada no cumplía con los objetivos del Reglamento Conjunto 

de Permisos para Obras de Construcción y Usos de Terrenos del 29 de 

noviembre de 2010, (en adelante, Reglamento Conjunto), para las áreas 

de clasificación CR. Añadió, que la variación solicitada era muy intensa, y 

creaba presión en el sector y un precedente en el área. 

No conformes con la determinación de OGPe, surge del expediente 

que el Ing. Higinio Méndez Babilonia presentó Reconsideración a 

Denegación el 6 de febrero de 2017 ante la División de Reconsideración. 

En la misma, alegó que OGPe no tomó en consideración las 

recomendaciones hechas por las agencias correspondientes y el Municipio 

de Lares para la aprobación de la variación solicitada. Incluyó, que la finca 

                                                 
1 Surge del expediente que luego dicha solicitud fue enmendada para convertirse en una 
solicitud para segregar seis (6) solares sin remanentes. 
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ya está dividida por una carretera municipal, por lo que ya existe una 

segregación. Adujo que los herederos han construido sus viviendas 

principales hace muchos años en el terreno y no tienen otras propiedades. 

Aclaró en su petición de reconsideración que la segregación no es para la 

venta de terrenos, sino más bien para que cada heredero tenga su título de 

propiedad inscribible en el Registro de la Propiedad. Por todo ello, concluyó 

que la denegación de OGPe resultaba irrazonable. 

Luego de que la División de Reconsideración emitiera una 

notificación en la que acogía la solicitud, comparecieron las partes el 23 de 

marzo de 2017 para la celebración de la vista en reconsideración. En la 

misma, la representación legal de la agencia alegó que la División de 

Reconsideración carecía de jurisdicción para atender el asunto, ya que “los 

comparecientes” no habían demostrado su titularidad al solicitar la 

variación ante OGPe, y la reconsideración ante la División de 

Reconsideración. Explicó que los herederos dueños del solar eran 

dieciocho (18) personas y solo habían comparecido al proceso ocho (8) de 

ellos. 

En contestación a ello, la representación legal de los herederos 

presentes adujo que el solar en controversia se trataba de una finca dividida 

en dos, y que los herederos habían llegado a un acuerdo que constaba por 

escrito. Añadió que dicho documento había sido presentado ante el 

Tribunal de Primera Instancia, y que en el mismo, las sucesiones acordaron 

que una mitad quedaría a disposición de una parte de los herederos, y la 

otra a otra parte de los herederos, además de la autorización pertinente 

para acudir a solicitar la variación y segregación. Luego de escuchadas 

ambas posturas, la División de Reconsideración concedió diez (10) días a 

los herederos para presentar el documento, en el que acreditaban la 

autorización de todos los miembros de las sucesiones para presentar la 

solicitud ante la agencia. 

El 1 de abril de 2017, el Ingeniero Higinio Babilonia notificó a la 

División de Reconsideración que el documento no había sido hallado. Aun 
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así, solicitó que se autorizara la variación y segregación del predio, sujeto 

a que previo a la otorgación de la escritura de segregación, obtuvieran 

dicha autorización de todos los miembros de las sucesiones. 

Luego de evaluado el expediente, la División de Reconsideración 

declaró No Ha Lugar la solicitud de reconsideración. Llegó a su 

determinación por entender que estaba imposibilitada de entrar en los 

méritos, ya que no se cumplió con el requisito de evidenciar la legitimación 

activa. Asimismo indicó que no se había presentado evidencia alguna que 

mostrara que la agencia actuó con arbitrariedad o capricho, ni se había 

derrotado la presunción de corrección que le asiste a las determinaciones 

hechas por la agencia. 

No conforme con la determinación de la División de 

Reconsideración, acudió ante nosotros únicamente el Sr. Ramos Torres, 

el 1 de junio de 2017 por derecho propio, y nos solicita la revocación de 

dicha determinación. 

Por los fundamentos que serán expuestos, resolvemos que el Sr. 

Ramos Torres no tiene autoridad para presentar en representación de 

las sucesiones el recurso de epígrafe, por lo cual desestimamos el 

presente recurso. 

IV. Derecho aplicable 

A. Legitimación activa 

En numerosas ocasiones ha sido reiterado que los foros judiciales 

sólo pueden evaluar controversias que sean justiciables. Lozada Sánchez 

et al. v. JCA, 184 DPR 898, 916 (2012); S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo 

Titulares, 184 DPR 133, 149-150 (2011); Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera 

Schatz, 180 DPR 920, 931 (2011). Al amparo de la doctrina de 

justiciabilidad, los tribunales sólo podrán intervenir en controversias que 

sean reales y en las que se busque obtener un remedio que 

verdaderamente tenga efecto sobre las relaciones jurídicas entre la parte 

promovente y la parte promovida. S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo 

Titulares, supra; Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra. “[E]ste 
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principio de justiciabilidad responde al rol asignado a la Rama Judicial en 

una distribución tripartita de poderes, esquematizada para asegurar que no 

actuará en áreas sometidas al criterio de las otras ramas del gobierno.” 

Lozada Sánchez et al. v. JCA, supra, pág. 917.2  

Por tratarse de una doctrina auto impuesta, los tribunales a iniciativa 

propia deben darse a la tarea de evaluar si deben intervenir en determinado 

caso. Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra. En este análisis, es 

preciso evaluar si la controversia “es (1) tan definida y concreta que afecte 

las relaciones jurídicas entre las partes que tienen un interés jurídico 

antagónico; (2) que el interés sea real y substancial y que permita un 

remedio específico mediante una sentencia de carácter concluyente; y 

finalmente (3) si la controversia es propia para una determinación judicial, 

ya que se distingue de una disputa de carácter hipotético o abstracto, y de 

un caso académico o ficticio”. Íd., pág. 932 (Cita omitida); Szendrey-Ramos 

v. Consejo Titulares, supra, pág. 150;  Suárez Cáceres v. Com. Estatal 

Elecciones, 176 DPR 31, 61 (2009). Como corolario de ello, una 

controversia no se considerará justiciable si trata de resolver una cuestión 

política; si una de las partes carece de legitimación activa; si luego de 

haber comenzado el pleito la controversia se ha tornado académica; si lo 

que se busca es una opinión consultiva; o si se promueve una controversia 

que aún no está madura. Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra.3 

En lo pertinente, la doctrina de la legitimación activa o el standing 

limita quiénes pueden acudir a los tribunales a vindicar sus derechos. Se 

trata de una de las vertientes del principio de justiciabilidad mediante la cual 

se determina quién puede ser parte en una controversia ante nuestros 

tribunales. Así, se ha definido la legitimación como “la capacidad del 

demandante para realizar con eficacia actos procesales como parte 

litigante.” Lozada Tirado et al. v. Testigos Jehová, 177 DPR 893, 924 

(2010).   

                                                 
2 Citando a Com. de la Mujer v. Srio. de Justicia, 109 D.P.R. 715, 720 (1980).   
3 Citando a Noriega v. Hernández Colón, 135 D.P.R. 406, 421-422 (1994).   
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Se ha establecido que un demandante posee legitimación activa (1) 

si ha sufrido un daño claro y palpable; (2) si el referido daño es real, 

inmediato y preciso, y no abstracto o hipotético; (3) si existe conexión entre 

el daño sufrido y la causa de acción ejercitada, y (4) si la causa de acción 

surge bajo el palio de la Constitución o de una ley. Asoc. Fotoperiodistas v. 

Rivera Schatz, supra; Col. Peritos Elec. v. A.E.E., 150 DPR 327, 331 

(2000).  

B. Comparecencia Por Derecho Propio 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico se ha expresado en cuanto al 

derecho de todo ciudadano de representarse a sí mismo. En cuanto a ello, 

ha indicado que la Sección 7 de la Ley Número 17 de 10 de junio de 1939, 

4 LPRA § 740, dispone: 

Ninguna persona que no sea abogado autorizado por la Corte 
Suprema de Puerto Rico podrá dedicarse al ejercicio de la 
profesión de abogado, ni anunciarse como tal, ni como 
agente judicial, ni gestionar, con excepción de sus asuntos 
propios , ningún asunto judicial o cuasijudicial ante cualquier 
tribunal judicial. . . . (Énfasis suplido en el original.) 

De lo anterior se ha entendido que de manera afirmativa y directa 

toda persona que no sea abogado autorizado por el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico podrá gestionar sus propios asuntos en cualquier tribunal de 

justicia del país, en cuanto a lo que a ellos personalmente concierne. Véase 

Lizarribar v. Martínez Gelpí, 121 DPR 770 (1988). 

Nuestro más alto foro ha sostenido que los derechos, incluso los 

constitucionales, son renunciables, siempre que se hagan de forma 

voluntaria, inteligente, expresamente (no de manera presunta) y con pleno 

conocimiento de causa. Véase Morales Narváez v. Gobernador, 112 DPR 

761 (1982); Pagán Hernández v. U.P.R., 107 DPR 720 (1978); y Pueblo v. 

Arcelay Galán, 102 DPR 409 (1975).  

En Pueblo v. Gordon, 113 DPR 106 (1982), el Tribunal Supremo se 

expresó en cuanto a lo anterior y sostuvo que “[t]an fundamental se 

considera el derecho de un acusado a estar bien asistido de abogado, que 

https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=1e374db2-007c-4980-9787-7c9a1c1caaab&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=a74f30d7-1cd3-48e4-b284-6f283fbd3829
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=1e374db2-007c-4980-9787-7c9a1c1caaab&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=a74f30d7-1cd3-48e4-b284-6f283fbd3829
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=1e374db2-007c-4980-9787-7c9a1c1caaab&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=a74f30d7-1cd3-48e4-b284-6f283fbd3829
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=1e374db2-007c-4980-9787-7c9a1c1caaab&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=a74f30d7-1cd3-48e4-b284-6f283fbd3829
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=1e374db2-007c-4980-9787-7c9a1c1caaab&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=a74f30d7-1cd3-48e4-b284-6f283fbd3829
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=1e374db2-007c-4980-9787-7c9a1c1caaab&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=a74f30d7-1cd3-48e4-b284-6f283fbd3829
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=1e374db2-007c-4980-9787-7c9a1c1caaab&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=a74f30d7-1cd3-48e4-b284-6f283fbd3829


 
 

 
KLRA201700453 

    

 

7 

la violación de ese derecho a falta de renuncia, sin más, conlleva la 

revocación de la sentencia condenatoria.'' Dicha aprobación al derecho a 

renunciar a la asistencia de un abogado, como se desprende expresamente 

del citado caso implica, por otro lado, el reconocimiento del derecho a la 

autorepresentación.  

Han quedado establecidos ciertos criterios a evaluar ante una 

solicitud de un litigante de autorepresentarse. Entre ellos se han 

mencionado los siguientes:  

(a) la representación, como regla general, no puede ser 
híbrida, esto es, no debe estar representado por abogado y a 
la misma vez representarse por derecho propio;  

(b) la decisión tiene que haber sido tomada voluntariamente, 
de manera inteligente y con pleno conocimiento de causa;  

(c) tiene que hacerse mediante solicitud expresa (inequívoca) 
al tribunal;  

(d) debe ser formulada oportunamente, pues mientras más 
adelantado el proceso, mayor la discreción del juez para 
denegarla;  

(e) se tomará, además, en consideración la demora o 
interrupción de los procedimientos y su efecto sobre la 
adecuada administración de la justicia;  

(f) deberá atender asimismo el tribunal al factor de la calidad 
de la representación que la parte habrá de ser capaz de 
procurarse, así como la complejidad de la controversia a 
adjudicarse;  

(g) la parte o el acusado tendrá el deber de cumplir 
esencialmente con las reglas procesales y el derecho 
sustantivo aplicable, aunque no se requerirá un conocimiento 
técnico de los mismos;  

(h) no está obligado el magistrado a ilustrar a quien opte por 
tal derecho acerca de esas leyes o reglas;  

(i) el magistrado tampoco viene obligado a nombrarle 
abogados asesores durante el proceso;  

(j) el magistrado no tiene el deber de inquirir respecto a las 
razones por las cuales ha elegido la representación por 
derecho propio, aunque en los casos que estime conveniente 
podría así hacerlo, y  

(k) el magistrado tampoco tiene la obligación de informar al 
acusado o a las partes de su derecho a la autorepresentación.  

(l) solamente las personas naturales pueden acudir a los 
tribunales en defensa de sus derechos.  
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Estas consideraciones deberán ser justamente balanceadas por el 

tribunal, atendiendo las circunstancias particulares del caso, los intereses 

de las partes y la eficiencia en la administración de la justicia. 

En cuanto al ámbito civil, el Tribunal Supremo ha expresado que al 

no haber reconocimiento al derecho a asistencia de un abogado a los 

litigantes, resulta más apremiante aún el derecho a la representación por 

sí mismo en tales casos. Ha concluido el Tribunal que, si en los procesos 

criminales se le ha reconocido este derecho al acusado, donde el interés 

afectado es de incuestionable valor y preeminencia, con mayor razón en lo 

civil, que por lo general los intereses afectados no gozan de la misma 

jerarquía o no revisten de ordinario la misma importancia. Véase Lizarribar 

v. Martínez Gelpí, supra. 

C. Abogacía en PR 

El Reglamento Para la Admisión de Aspirantes al Ejercicio de la 

Abogacía y la Notaria del mes de junio de 1998, (en adelante, Reglamento), 

fue adoptado por el Tribunal Supremo de Puerto Rico en virtud de su poder 

inherente para regular el ejercicio de la profesión de abogado y establecer 

los requisitos para la admisión al ejercicio de la profesión. Además, en 

virtud de la autoridad conferida por la Ley Núm. 17 de 10 de junio de 1939, 

según enmendada. 

La Regla 4.1 del mencionado Reglamento, dispone los requisitos 

para el ejercicio de la abogacía de la siguiente manera: 

Toda persona que desee ser admitida al ejercicio de la 

profesión de abogado en el Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico deberá cumplir con los siguientes requisitos:  

a. ser mayor de 21 años de edad;  

b. haber cursado estudios de Derecho y obtenido el 

grado correspondiente al título de abogado en una Escuela 

de Derecho aprobada por la American Bar Association o por 

el Tribunal;  

c. ser persona de buena reputación;  

d. aprobar un examen de Reválida General preparado, 

administrado y evaluado por la Junta, y 

e. haber obtenido, antes de su admisión a una Escuela 

de Derecho, el grado universitario de bachillerato si son 

egresados de instituciones en Estados Unidos o Puerto Rico. 
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En los demás casos deben haber aprobado un programa de 

estudios universitarios equivalente, que cumpla con las 

normas establecidas por el Consejo de Educación Superior o 

que tenga la aprobación del Tribunal con respecto a la 

preparación mínima requerida para ser admitido a una 

Escuela de Derecho en Puerto Rico. 

Siendo los letrados funcionarios del Tribunal y, por ende, copartícipes 

del Tribunal en el ejercicio del Poder Judicial, le corresponde al Tribunal 

Supremo velar por que estos posean y mantengan las cualidades 

necesarias para llevar a cabo tan importante función. Por ello, nuestro más 

alto foro ha sido enfático en que la remoción, al igual que la admisión al 

ejercicio de la abogacía, es una función inherente de la Rama Judicial que 

corresponde única y exclusivamente al Foro de mayor jerarquía en nuestra 

jurisdicción. Rivera Schatz v. Estado Libre Asociado, 191 DPR 791 (2014).4 

D. Acción en representación de sucesión 

El artículo 549 del Código Civil de Puerto Rico dispone que la 

propiedad y los demás derechos sobre los bienes se adquieren y 

transmiten por la ley, por donación, por sucesión testada e intestada y por 

consecuencia de ciertos contratos mediante la tradición.5 La sucesión es la 

transmisión de los derechos y obligaciones del difunto a sus herederos.6  

Las sucesiones carecen de personalidad jurídica independiente 

de los miembros que la componen. Por ello, para que una sucesión 

pueda ser parte demandante o demandada es necesario que cada uno 

de sus miembros sea traído al pleito. Por lo tanto, para que una sucesión 

pueda demandar y ser demandada, es necesario que se particularice e 

individualice expresando los nombres de los miembros que la componen. 

Véase Pino Development v. Registradora, 133 DPR 373, 388 (1993); 

Echevarría Jiménez v. Sucn. Pérez Meri, 123 DPR 664, 687 (1989); 

Fuentes v. Tribunal. de Distrito, 73 DPR 959 (1952); Paine v. Secretario de 

Justicia, 85 DPR 817 (1962). Así, son los componentes de la sucesión los 

                                                 
4 Citando a In re Carrasquillo Ortiz, 163 DPR 589 (2004); In re Peña Peña, 153 DPR 642 
(2001); Metrop. de Préstamos v. López de Victoria, 141 DPR 844 (1996); In re Liceaga, 82 
DPR 252 (1961).  
5 31 LPRA § 1931. 
6 31 LPRA § 2081. 

https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=32046721-6fc0-4bf9-8565-b87d7a836f75&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr10&prid=c1ff981d-402c-4654-ae00-e2aed79c1036
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=32046721-6fc0-4bf9-8565-b87d7a836f75&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr10&prid=c1ff981d-402c-4654-ae00-e2aed79c1036
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=32046721-6fc0-4bf9-8565-b87d7a836f75&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr10&prid=c1ff981d-402c-4654-ae00-e2aed79c1036
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=32046721-6fc0-4bf9-8565-b87d7a836f75&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr10&prid=c1ff981d-402c-4654-ae00-e2aed79c1036
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=32046721-6fc0-4bf9-8565-b87d7a836f75&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr10&prid=c1ff981d-402c-4654-ae00-e2aed79c1036
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=32046721-6fc0-4bf9-8565-b87d7a836f75&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr10&prid=c1ff981d-402c-4654-ae00-e2aed79c1036
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que deben aparecer como demandantes o demandados ya que la misma 

no es una entidad legal independiente. Cancel v. Martínez, 74 DPR 108 

(1952) (Énfasis nuestro) 

A tenor con lo anterior, nuestro Tribunal Supremo indicó en 

Echevarría Jiménez v. Sucn. Pérez Meri, supra, que un miembro de una 

sucesión es una parte indispensable cuando en un caso exista una 

controversia relacionado con algún bien que sea propiedad de la 

sucesión. (Énfasis nuestro) 

La Regla 16 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A., Ap. III, R. 16, regula 

lo pertinente en cuanto a partes indispensables en los casos frente a foros 

judiciales. La misma dispone: 

Las personas que tuvieren un interés común sin cuya 
presencia no pueda adjudicarse la controversia, se harán 
partes y se acumularán como demandantes o demandadas 
según corresponda. Cuando una persona que deba unirse 
como demandante rehusare hacerlo, podrá unirse como 
demandada. 

El propósito de la citada regla es proteger a las personas ausentes 

de los efectos perjudiciales que pudiera tener la resolución del caso sin la 

presencia de ellos y evitar así multiplicidad de pleitos. Hernández v. 

Romero Barceló, 112 DPR 407 (1982). La importancia de tal inclusión es 

de tal magnitud que nuestro más alto foro ha expresado que el 

planteamiento de falta de parte indispensable puede ser presentado 

por primera vez en apelación para ser considerado por el foro 

apelativo. Deliz Muñoz v. Igartúa Muñoz, 158 DPR 403 (2003). (Énfasis 

nuestro) 

El Tribunal Supremo ha definido a una parte indispensable como 

aquella persona cuyos derechos e intereses podrían quedar destruidos o 

inevitablemente afectados por una sentencia dictada estando esa persona 

ausente del litigio. Sánchez v. Sánchez, 154  DPR 645 (2001). Por ende, 

de no incluir a dicha parte en el pleito, la sentencia dictada no sería 

válida. Unisys v. Ramallo Brothers, 128 DPR 842 (1991). (Énfasis nuestro) 

https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=b8102154-a648-47ef-9400-26ff2732fff5&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr1&prid=15297427-a1bc-45fa-9d75-7a2a25d24a8f
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A tenor con lo anterior, nuestro Tribunal de mayor jerarquía ha 

optado por emplear un enfoque práctico en casos donde haga falta una 

parte indispensable. La ausencia de incluir una parte indispensable es 

motivo para desestimar pero, a solicitud de parte interesada, el tribunal 

puede conceder la oportunidad de traer al pleito a la parte originalmente 

omitida, siempre y cuando pueda el tribunal asumir jurisdicción sobre ella. 

En ese sentido, "[m]ientras esté presente la posibilidad de traer a esa parte 

al pleito, no procederá la desestimación sino que se concederá la 

oportunidad de incluir a dicha parte en el proceso". Cirino González v. Adm. 

Corrección, et al., 190 DPR 14 (2014). 

E. Jurisdicción 

Todo tribunal tiene la ineludible tarea de auscultar su jurisdicción 

para atender y resolver el asunto ante su consideración, así como revisar 

la jurisdicción de los foros de donde proviene el recurso en cuestión. En 

cuanto a ello, el Tribunal Supremo ha expresado que la jurisdicción es el 

poder o autoridad que posee un tribunal para considerar y decidir un caso 

o controversia. A.S.G. v. Mun. San Juan, 2006 T.S.P.R. 113, 2006 J.T.S. 

124, 168 DPR 337 (2006).   

En Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 314 (1997) el nuestro 

mas alto foro determinó que la ausencia de jurisdicción sobre la materia 

trae consigo las siguientes consecuencias: (1) no es susceptible de ser 

subsanada; (2) las partes no pueden voluntariamente conferírsela a un 

tribunal como tampoco puede éste abrogársela; (3) conlleva la nulidad de 

los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales el ineludible deber de 

auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a los tribunales apelativos el 

deber de examinar la jurisdicción del foro de donde procede el recurso, y 

(6) puede presentarse en cualquier etapa del procedimiento, a instancia de 

las partes o por el tribunal motu proprio". Vease tambien Vázquez v. 

A.R.PE., 128 DPR 513 (1991). Es decir, las cuestiones de jurisdicción por 

ser privilegiadas deben ser resueltas con preferencia, y de carecer un 

tribunal de jurisdicción lo único que puede hacer es así declararlo. 

https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=98e9479c-f6c3-48bd-9718-9f40f7c8cb91&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr0&prid=54aab653-5338-4250-8e76-e75f5e8d78d7
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=98e9479c-f6c3-48bd-9718-9f40f7c8cb91&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr0&prid=54aab653-5338-4250-8e76-e75f5e8d78d7
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=98e9479c-f6c3-48bd-9718-9f40f7c8cb91&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr0&prid=54aab653-5338-4250-8e76-e75f5e8d78d7
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=98e9479c-f6c3-48bd-9718-9f40f7c8cb91&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr0&prid=54aab653-5338-4250-8e76-e75f5e8d78d7
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=98e9479c-f6c3-48bd-9718-9f40f7c8cb91&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr0&prid=54aab653-5338-4250-8e76-e75f5e8d78d7
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Autoridad Sobre Hogares v. Sagastivelza, 71 DPR 436, 439 (1950). Al 

hacer esta determinación, debe desestimarse la reclamación sin entrar en 

los méritos de la cuestión ante sí. González Santos v. Bourns P.R., Inc., 

125 DPR 48, 63 (1989). 

V. Aplicación del Derecho a los hechos 

Conforme surge de las alegaciones en el caso de autos el solar en 

disputa pertenece a la comunidad de bienes hereditarios de dos sucesiones 

distintas; la sucesión del Sr. Bartolo Ramos y la sucesión de la Sra. Flora 

Aponte Ramos. Ciertamente, lo que se decida sobre dicho bien hereditario, 

afecta los derechos de cada uno de los miembros de las sucesiones. La 

ausencia de uno o varios de ellos constituye un defecto de parte 

indispensable, ya que se adjudicarían derechos de personas que no están 

sujetas a la jurisdicción del tribunal. En consecuencia, para poder actuar 

sobre lo solicitado, este tribunal al igual que la agencia recurrida, debe 

asegurarse que fueran incluidos todos y cada uno de los miembros de 

ambas sucesiones como partes pues son todos indispensables, por cada 

uno tener un interés común en los bienes en litigio.  No podemos conceder 

remedios ni privar de la propiedad sin cumplir con el debido proceso de ley. 

Como fue dispuesto en la breve exposición del derecho aplicable a la 

controversia, no procede necesariamente la desestimación del caso por 

falta de parte indispensable, sino que es posible dar oportunidad para 

incluir a las partes indispensables al pleito. La agencia brindó la 

oportunidad para acumular a todos las partes con interés, más esto no se 

hizo. 

Por otro lado, resulta pertinente atender el asunto de la 

comparecencia del Sr. Ramos Torres en representación propia y de la 

sucesión. Veamos. 

Ciertamente, ha sido reconocido como un derecho constitucional el 

derecho de todo ciudadano a acudir ante los tribunales de Puerto Rico para 

gestionar sus asuntos judiciales. Distinto a ello, es lo que el Sr. Ramos 

Torres pretende hacer ante este foro. El Sr. Ramos Torres no tiene 

https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=98e9479c-f6c3-48bd-9718-9f40f7c8cb91&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr0&prid=54aab653-5338-4250-8e76-e75f5e8d78d7
https://advance.lexis.com/document/teaserdocument/?pdmfid=1000516&crid=98e9479c-f6c3-48bd-9718-9f40f7c8cb91&pdteaserkey=h1&ecomp=m4ntk&earg=sr0&prid=54aab653-5338-4250-8e76-e75f5e8d78d7
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autoridad para acudir ante nosotros en representación de las mencionadas 

sucesiones. Para ello, el Sr. Ramos Torres tendría que haber pasado por 

el proceso de ser admitido al ejercicio de la abogacía, luego de dar 

cumplimiento a los requisitos impuestos por el Reglamento. 

Del expediente no surge evidencia alguna que apunte a que el Sr. 

Ramos Torres haya sido admitido al ejercicio de la abogacía. Tampoco 

surge junto a su firma al final del recurso su número de RUA para 

identificarlo como abogado en Puerto Rico. De manera que ante lo antes 

expuesto y la ausencia de todos los miembros de ambas sucesiones, no 

podemos adjudicar derechos algunos a su favor o en contra.  En 

consecuencia estamos privados de jurisdicción para atender la 

controversia traída ante este foro. 

VI. Disposición del caso 

Por los fundamentos antes expuestos se desestima el caso de 

epígrafe por falta de jurisdicción.  

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


